
373
 Revista Andaluza de Administración Pública

ISSN: 1130-376X, núm.103, enero-abril (2019), págs. 373-384

Crónica Normativa de la Junta de Andalucía1

Decreto-ley 1/2019, de 9 de abril, por el que se modifica el texto 

refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma 

de Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado por Decreto 

Legislativo 1/2018, de 19 de junio, para el impulso y dinamización de la 

actividad económica mediante la reducción del gravamen de los citados 

tributos cedidos (BOJA extraordinario núm. 8, de 11 de abril)

Mediante este Decreto-Ley se aprueban medidas que afectan al Impuesto so-

bre la Renta de las Personas Físicas, al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y al 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados que 

suponen la reducción del gravamen de estos tributos cedidos. La citada reducción 

de impuestos será de aplicación progresiva. La urgencia para la adopción de este 

Decreto-Ley se justifica en la necesidad de potenciar un escenario de creación de em-

pleo, incremento del PIB y fomento de la inversión en la Comunidad Autónoma de 

Andalucía. Por ello se considera necesario acometer una reforma fiscal estructural.

- Por lo que respecta al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se 

modifica a la baja la escala autonómica del impuesto minorando el gravamen de los 

tramos de la escala. La reducción impositiva se lleva a cabo, mediante una disposi-

ción transitoria, de forma progresiva a lo largo de los ejercicios 2019 a 2022, siendo 

plenamente efectiva a partir del ejercicio 2023. 

- En relación con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se bonifica al 

99% el impuesto en Andalucía para los cónyuges y parientes directos.

- En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-

mentados, se aprueban dos medidas destinadas a facilitar el acceso a la vivienda 

habitual por parte de las familias numerosas. Así, en la modalidad de Transmisiones 

Patrimoniales Onerosas, se aprueba un tipo reducido del 3,5% para adquisiciones 

de vivienda habitual por familias numerosas, supeditado al cumplimiento del re-

quisito referido al valor real de la vivienda, igualándose así a los tipos actuales para 

jóvenes y personas con discapacidad. Asimismo, en la modalidad de Actos Jurídicos 

Documentados se introduce un nuevo tipo reducido del 0,1% en primeras copias de 

escrituras públicas que documenten la adquisición de vivienda habitual por familias 

numerosas, con los mismos requisitos previstos en la modalidad de Transmisiones 

Patrimoniales Onerosas que grava estas adquisiciones. De otro lado, en la modali-

1  En esta sección, elaborada por Emilio GUICHOT REINA, Catedrático de Derecho Adminis-

trativo, Universidad de Sevilla. S e recogen y comentan las disposiciones generales más relevantes de la Junta 

de Andalucía publicadas en el BOJA en el período de abril a julio de 2019.
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dad de Actos Jurídicos Documentados se deroga el tipo de gravamen incrementado 

del 2% aplicable desde el año 2003 a las escrituras y actas notariales que formalicen 

transmisiones de inmuebles en las que se realiza la renuncia a la exención del Impues-

to sobre el Valor Añadido.

Decreto 451/2019, de 9 de abril, por el que se amplía el plazo para la 

entrada en vigor del Decreto 187/2018, de 2 de octubre, que aprueba 

el Reglamento de Comunicación, Autorización y Acreditación 

Administrativas en el ámbito de los servicios sociales de Andalucía 

y del Registro de Entidades, Centros y Servicios Sociales (BOJA 

extraordinario núm. 9, de 15 de abril)

El 16 de octubre de 2018 se publicó en el BOJA el Decreto 187/2018, de 2 

de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Comunicación, Autorización y 

Acreditación Administrativas en el ámbito de los Servicios Sociales de Andalucía, y 

del Registro de Entidades, Centros y Servicios Sociales, disponiendo que su entrada 

en vigor se producirá a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial de la 

Junta de Andalucía. Asimismo, en sus disposiciones transitorias, se establecen dis-

tintos períodos de adaptación a la nueva normativa de los centros que no tuvieran a 

la entrada en vigor del decreto las correspondientes autorizaciones administrativas 

definitivas de Funcionamiento y Acreditación.

Ante la inminente entrada en vigor del Decreto 187/2018, de 2 de octubre, y 

para facilitar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mismo, se considera 

que el plazo inicialmente concedido para su entrada en vigor se presenta insuficiente 

para hacer efectivas las exigencias de adaptación que la norma requiere. Por este 

motivo, se amplía el plazo inicialmente previsto en la norma, hasta los veinticuatro 

meses desde la publicación, esto es, hasta el 16 de octubre de 2020.

Decreto 461/2019, de 7 de mayo, por el que se determina el calendario 

de fiestas laborales de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 

año 2020 [BOJA núm. 90, de 14 de mayo]

El artículo 37.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajado-

res faculta a las Comunidades Autónomas, dentro del límite anual de catorce días 

festivos, para sustituir las fiestas de ámbito nacional que se determinen reglamenta-

riamente y aquellas que se trasladen a lunes, por fiestas que por tradición les sean 

propias, pudiendo hacer uso de la facultad de traslado a los lunes de las fiestas que 

tengan lugar entre semana. Para el año 2020 se declaran fiestas laborales propias de 

la Comunidad Autónoma de Andalucía, con carácter retribuido y no recuperable, 

además del 28 de febrero, Día de Andalucía, la del 6 de enero, Epifanía del Señor y 

la del 9 de abril, Jueves Santo.
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Decreto 465/2019, de 14 de mayo, por el que se regula la Comisión 

Institucional de Andalucía de coordinación y seguimiento de acciones 

para la erradicación de la violencia de género [BOJA núm. 93, de 17 de 

mayo]

El artículo 58 de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de preven-

ción y protección integral contra la violencia de género, crea la Comisión Institucio-

nal de Andalucía de coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación 

de la violencia de género, con el objeto de coordinar, impulsar y evaluar acciones y 

medidas que se desarrollen en Andalucía contra la violencia de género, y dispone que 

estará coordinada por la Consejería competente en materia de violencia de género e 

integrada por los miembros de todas las Consejerías que compongan el Consejo de 

Gobierno, representantes de las entidades locales y de las asociaciones de mujeres. 

Prevé su desarrollo reglamentario, que tuvo lugar mediante el Decreto 72/2009, de 

31 de marzo. Este nuevo Real Decreto viene a sustituirlo, potenciando la participa-

ción de las asociaciones que trabajan en la lucha contra la violencia de género y de 

personas profesionales expertas en violencia de género, de reconocida formación y 

experiencia que asesoren a la Comisión Institucional. Además, se le atribuye a la 

Comisión la función del seguimiento de las actuaciones y recomendaciones derivadas 

del Pacto de Estado en materia de Violencia de Género que se lleven a cabo en la 

Comunidad Autónoma de Andalucía.

Decreto 472/2019, de 28 de mayo, por el que se regulan las hojas de 

quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en 

Andalucía y su tramitación administrativa [BOJA núm. 104, de 3 de 

junio]

Este Decreto deroga su precedente, el Decreto 72/2008, de 4 de marzo. Sus 

principales novedades son la delimitación del ámbito de aplicación de los mecanismos 

generales y especiales (en sectores económicos regulados), sentando la obligatoriedad 

de disponer y entregar la hoja de quejas y reclamaciones de la Junta de Andalucía, sin 

perjuicio de la existencia de otros mecanismos, ya sean administrativos, corporativos 

o profesionales. Además, se considera que la hoja de quejas y reclamaciones ha de 

convertirse, en una primera fase, en un instrumento que permita verdaderamente la 

resolución de los conflictos de consumo directamente entre las partes consumidora y 

empresarial sin intervención de la Administración. Por ello, las personas empresarias 

y profesionales deberán cumplir en su respuesta unos nuevos requisitos: propuesta de 

una solución; manifestación expresa sobre si acepta o rechaza resolver la controver-

sia a través de la mediación o el arbitraje de consumo, así como si se somete o no a 

alguna entidad de resolución alternativa de litigios de consumo, informando, en el 

primer caso, de la dirección postal y electrónica de dicha entidad. El mecanismo de 
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hojas de quejas y reclamaciones se configura con dos fases: esta primera, que preten-

de la solución de los conflictos de consumo directamente entre empresas y personas 

consumidoras y usuarias; y una segunda fase, ya administrativa, en la que el Servicio 

de Consumo de la Administración más próxima a la ciudadanía, tras analizar el con-

f licto, propondrá una solución o justificará la imposibilidad de alcanzarla, intentará 

lograr un acuerdo y, en última instancia, asesorará a la persona consumidora acerca 

de la mejor vía a seguir para garantizar sus derechos. A tal efecto, se establecen pla-

zos máximos en cada uno de los trámites y del procedimiento completo; y se expresa 

el deber del servicio público de consumo de emitir una resolución acompañada, en 

su caso, de un informe no vinculante que dé sentido a la actuación administrativa. 

Asimismo, se dispone expresamente la incoación de expediente sancionador en el 

caso de que una hoja de quejas y reclamaciones contenga hechos que puedan ser 

calificados como infracción en materia de consumo.

Decreto 485/2019, de 4 de junio, por el que se aprueba el Reglamento 

Técnico-Sanitario de las Piscinas en Andalucía [BOJA núm. 108, de 7 

de junio]

Esta materia ha estado regulada anteriormente en los Decretos 77/1993, de 

8 de junio, por el que se aprueba el Reglamento Sanitario de las Piscinas de uso 

colectivo y 23/1999, de 23 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Sanita-

rio de las Piscinas de Uso Colectivo (modificado por el Decreto 141/2011, de 26 de 

abril, de modificación y derogación de diversos decretos en materia de salud y con-

sumo para su adaptación a la normativa dictada para la transposición de la Directiva 

2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 

relativa a los servicios en el mercado interior).

La aprobación del Real Decreto 742/2013, de 23 de septiembre, por el que se 

establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas, norma básica en su totali-

dad al amparo del artículo 149.1.16.ª de la Constitución Española, además de conte-

ner los criterios básicos relativos al tratamiento y al control de la calidad del agua y 

del aire de las piscinas, introduce como novedad la obligación de la persona titular 

de la instalación de disponer de un Protocolo de Autocontrol para la gestión del 

riesgo para la salud y para garantizar la salubridad de las instalaciones, haciéndose, 

por tanto, necesaria la adaptación de la normativa autonómica en la materia a las 

prescripciones de la citada normativa básica.
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Decreto 484/2019, de 4 de junio, por el que se regula la composición y 

funciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno [BOJA núm. 109, 

de 10 de junio]

El artículo 35.1 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comu-

nidad Autónoma de Andalucía, establece que el Consejo de Gobierno podrá crear 

Comisiones Delegadas para coordinar la elaboración de directrices y disposiciones, 

programar la política sectorial y examinar asuntos de interés común a varias Con-

sejerías.

Este Decreto deroga el Decreto 281/2010, de 4 de mayo, por el que se regula la 

composición y funciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

Establece las siguientes Comisiones Delegadas del Gobierno:

a) Comisión Delegada para la Igualdad, las Políticas Sociales, la Conciliación 

y la Inmigración, integrada como miembros con voz y voto por la Presidencia de la 

Junta de Andalucía, que la presidirá; la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 

Conciliación que ostentará la Vicepresidencia, y las Consejerías de Turismo, Rege-

neración, Justicia y Administración Local; Presidencia, Administración Pública e 

Interior; Empleo, Formación y Trabajo Autónomo; Hacienda, Industria y Energía; 

Educación y Deporte; Economía, Conocimiento, Empresas y Universidad y Salud y 

Familias.

b) Comisión Delegada para Asuntos Económicos, integrada como miembros 

con voz y voto por la Presidencia de la Junta de Andalucía, que la presidirá; la Con-

sejería de Economía, Conocimiento, Empresas y Universidad, que ostentará la Vice-

presidencia y las Consejerías de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración 

Local; Presidencia, Administración Pública e Interior; Empleo, Formación y Trabajo 

Autónomo; Hacienda, Industria y Energía; Educación y Deporte; Agricultura, Ga-

nadería, Pesca y Desarrollo Sostenible; Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación 

y de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio. Tiene como principal 

órgano de apoyo a la Comisión de Política Económica. 

c) Comisión Delegada para la Estabilidad Presupuestaria y la Sostenibilidad 

Financiera, compuesta por las personas titulares de la Presidencia de la Junta de 

Andalucía, que la presidirá, la Consejería de Hacienda, Industria y Energía que 

ostentará la Vicepresidencia, y las Consejerías de Turismo, Regeneración, Justicia y 

Administración Local; Presidencia, Administración Pública e Interior; de Educación 

y Deporte; Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible; Economía, Cono-

cimiento, Empresas y Universidad; Salud y Familias; Igualdad, Políticas Sociales y 

Conciliación y Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio.
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Ley 1/2019, de 14 de junio, para la creación del Colegio Profesional de 

Terapeutas Ocupacionales de Andalucía [BOJA extraordinario núm. 

17, de 27 de junio]

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los Colegios Profesionales 

de Andalucía, establece en el artículo 10, que la creación de colegios profesionales, 

respecto de aquellas profesiones que tengan titulación universitaria oficial, se acor-

dará por ley del Parlamento de Andalucía, a petición de las personas profesionales 

interesadas. Igualmente dispone que el proyecto de Ley será aprobado por el Con-

sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía siempre que se aprecie la concurrencia 

de razones de interés público que justifiquen el carácter colegiado de la profesión. 

Asimismo, el citado artículo 10 dispone que los requisitos y el procedimiento para la 

creación de un colegio profesional serán objeto de desarrollo reglamentario. Sobre la 

base de lo anterior, el Reglamento de Colegios Profesionales de Andalucía, aprobado 

por el Decreto 216/2006, de 12 de diciembre, desarrolla en su Capítulo I la regula-

ción de la creación de los colegios profesionales.

La profesión de Terapeuta Ocupacional está regulada en la Ley 44/2003, de 

21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias. La citada ley dispone, 

en su artículo 7.2.c), que corresponde a las personas con Diplomatura Universitaria 

en Terapia Ocupacional la aplicación de técnicas y la realización de actividades de 

carácter ocupacional que tiendan a potenciar o suplir funciones físicas o psíquicas 

disminuidas o perdidas, y a orientar y estimular el desarrollo de tales funciones. 

El Real Decreto 1420/1990, de 26 de octubre, por el que se establece el título 

universitario oficial de Diplomado en Terapia Ocupacional y las directrices genera-

les propias de los planes de estudios conducentes a la obtención de aquél, supone el 

reconocimiento legal de los estudios de Terapeuta Ocupacional como título univer-

sitario oficial de Diplomado con validez en todo el territorio nacional. El objetivo de 

este título es proporcionar una formación adecuada en las bases teóricas y prácticas 

que se deben adquirir para el ejercicio de la profesión, definiendo las aptitudes y las 

capacidades asociadas para ello. Con posterioridad esta titulación universitaria se 

armonizó con el nuevo Espacio Europeo de Educación Superior, de conformidad 

con lo regulado en el Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se esta-

blece la ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales. Las condiciones a las 

que deberán adecuarse los planes de estudios conducentes a la obtención de títulos 

que habiliten para el ejercicio de la profesión regulada de Terapeuta Ocupacional, 

se aprobaron por Acuerdo del Consejo de Ministros, de 23 de enero de 2009, y 

posteriormente se aprobó la Orden CIN/729/2009, de 18 de marzo, por la que se 

establecen los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales que 

habiliten para el ejercicio de la profesión de Terapeuta Ocupacional. 
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La Asociación Profesional Andaluza de Terapeutas Ocupacionales, que repre-

senta al colectivo de profesionales interesados, solicitó la creación del Colegio Profe-

sional de Terapeutas Ocupacionales de Andalucía. Teniendo en cuenta que se trata 

de una profesión sanitaria, regulada y titulada, cuyas actividades están directamente 

relacionadas con la salud de la ciudadanía, se considera que existen razones de in-

terés público en la creación de una corporación profesional que no solo represente y 

defienda los derechos de sus profesionales sino que, de acuerdo con lo que se dispone 

en la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, tutele y proteja los intereses y derechos de las 

personas consumidoras y usuarias de dichos servicios mediante la ordenación del 

ejercicio profesional.

Ley 2/2019, de 26 de junio, relativa a modificación de la Ley 18/2007, 

de 17 de diciembre, de la Radio y Televisión de titularidad autonómica 

gestionada por la Agencia Pública Empresarial de la Radio y Televisión 

de Andalucía (RTVA) y de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, de creación 

del Consejo Audiovisual de Andalucía [BOJA extraordinario núm. 17, 

de 27 de junio]

El artículo 214 establece que «corresponde al Parlamento el control de los me-

dios de comunicación social gestionados directamente por la Junta de Andalucía a 

través de una comisión parlamentaria, en los términos que establezca el Reglamento 

de la Cámara», y se atribuye al mismo la designación «del director o directora de la 

Radiotelevisión Pública Andaluza», por mayoría cualificada. 

Con la llegada del nuevo Gobierno autonómico, una de las prioridades se situó 

en la renovación de dos órganos con mandatos caducados: el Consejo de Administra-

ción de la Radio y Televisión de Andalucía y el Consejo Audiovisual de Andalucía.

Fruto de un acuerdo entre los diferentes partidos, esta Ley modifica sus res-

pectivas leyes reguladoras (la Ley 18/2007, de 17 de diciembre, de la radio y televi-

sión de titularidad autonómica gestionada por la Agencia Pública Empresarial de la 

Radio y Televisión de Andalucía y la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, del Consejo 

Audiovisual de Andalucía). Se reduce a nueve el número de miembros del Consejo 

de Administración de RTVA (de los quince de la anterior regulación), incorporando 

además con voz pero sin voto a un representante de los trabajadores, y reduciéndo-

se también el número de miembros del Consejo Asesor (eliminado un vocal de los 

dos que, respectivamente, tenían las organizaciones sindicales y empresariales, y dos 

vocales de los cuatro que representaban a la Administración Pública de la Junta de 

Andalucía). Por su parte, el número de consejeros del Consejo Audiovisual de Anda-

lucía se reduce de once a nueve. En ambos casos, además, se establece ahora que la 

duración del mandato coincida con la legislatura, terminado el día en que se aprueba 

el Decreto de disolución del Parlamento y ejerciendo el cargo en funciones hasta la 
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nueva elección, que tendrá lugar en el plazo máximo de un año. De esta forma, se 

separa del modelo anterior, en que la duración de los cargos (seis años, en el caso del 

Consejo de Administración de RTVA y cinco, en el caso del Consejo Audiovisual) 

buscaba, precisamente, diferenciarse del mandato parlamentario. Por lo demás, el 

nuevo número de miembros de ambos órganos, nueve, se ajusta a la proporción de 

la actual configuración parlamentaria, de tal modo que en ambos casos los partidos 

se han repartido las candidaturas (tres el PSOE-A, dos el PP y Ciudadanos, uno 

Adelante Andalucía y Vox). Ambas modificaciones han suscitado la crítica en los 

medios de comunicación y el propio Colegio de Periodistas de Andalucía, que han 

hablado de un uso partidista de ambas instituciones y puesto de manifiesto la falta 

de idoneidad de algunos candidatos, procedentes de la política y ajenos al ámbito de 

la comunicación. Posteriormente, se ha producido la elección parlamentaria, respe-

tando las cuotas preestablecidas. Han sido designados al frente de ambos organismos 

Juan de Dios Mellado y Antonio Checa Godoy, respectivamente. 

Decreto 499/2019, de 26 de junio, por el que se establece la ordenación 

y el currículo de las enseñanzas de idiomas de régimen especial en la 

Comunidad Autónoma de Andalucía [BOJA núm. 125, de 2 de julio]

La Ley 17/2007, de 10 de diciembre, de Educación de Andalucía, regula las 

enseñanzas de idiomas de régimen especial. La Ley Orgánica 8/2013, de 9 de di-

ciembre, para la mejora de la calidad educativa, introdujo cambios en algunos as-

pectos concernientes a las enseñanzas de idiomas de régimen especial (las Escuelas 

Oficiales de Idiomas), distribuyendo las enseñanzas en los niveles básico, intermedio 

y avanzado, y su correspondencia, respectivamente, con los niveles A, B y C del 

Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas, que se subdividen en los 

niveles A1, A2, B1, B2, C1 y C2. Como desarrollo de este precepto, se publicó el Real 

Decreto 1041/2017, de 22 de diciembre, por el que se fijan las exigencias mínimas del 

nivel Básico a efectos de certificación, se establece el currículo básico de los niveles 

Intermedio B1, Intermedio B2, Avanzado C1, y Avanzado C2, de las Enseñanzas de 

idiomas de régimen especial reguladas por la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 

de Educación, y se establecen las equivalencias entre las Enseñanzas de Idiomas de 

régimen especial reguladas en diversos planes de estudios y las de este real decreto.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Plan de Fomento del Plurilin-

güismo en Andalucía, aprobado por Acuerdo de Consejo de Gobierno de 22 de mar-

zo de 2005, otorgó a las escuelas oficiales de idiomas un papel relevante en la ense-

ñanza y aprendizaje de las lenguas, estableciendo una conexión entre estos centros 

y el resto del sistema educativo, convirtiéndolos en centros integrales de atención a 

cualquier tipo de formación en idiomas. Por ello, las enseñanzas de idiomas de ré-

gimen especial se convirtieron en un instrumento de apoyo al plurilingüismo para 


